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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 059 DE 2024 CÁMARA

por medio del cual se reconoce el río Sumapaz, su cuenca y afluentes como sujeto de derechos se 
establecen medidas para su protección y conservación y se dictan otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL TEXTO 
DE PONENCIA PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

176 DE 2024 CÁMARA

por medio del cual se crean medidas para la protección, fomento, fortalecimiento, transformación y 
comercialización de la pequeña producción tradicional de panela y se dictan otras disposiciones - 

Producción Tradicional de Panela.

                                                 

Radicado: 2-2025-033006
Bogotá D.C., 26 de mayo de 2025 13:39
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO A LA 
PONENCIA PROPUESTA PARA CUARTO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 362 

DE 2024 CÁMARA, 231 DE 2024 SENADO

por medio de la cual se adiciona la Ley 1209 de 2008 y se dictan otras disposiciones –Ley Stefanía 
Villamizar González.

                                                 

Radicado: 2-2025-032998
Bogotá D.C., 26 de mayo de 2025 12:40

CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
TEXTO APROBADO EN TERCER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 455 DE 2024 

CÁMARA, 281 DE 2024 SENADO

por medio del cual se modifican las Leyes 599 de 2000, 906 de 2004 y 1121 de 2006, en relación con 
la figura de la reparación integral, la concesión de beneficios por allanamientos y preacuerdos, y la 

aplicación del principio de oportunidad, entre otras reformas orientadas a garantizar una administración 
de justicia penal pronta y eficaz.

                                                 

Radicado: 2-2025-033042
Bogotá D.C., 26 de mayo de 2025 14:56
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 347 DE 2024 CÁMARA

por medio del cual se reconoce al río Combeima, su cuenca y afluentes como sujeto de derechos y se dictan 
otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE VIVIENDA, CIUDAD Y TERRITORIO AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 261 DE 2024 CÁMARA, 94 DE 2023 SENADO

por la cual se dictan disposiciones especiales para la consolidación y mejoramiento del hábitat y la 
construcción de Vivienda de Interés Social y Prioritario Rural (VIS-VIP) en el territorio nacional y se 

dictan otras disposiciones.

Bogotá D.C., mayo de 2025

JAIME RAÚL SALAMANCA
PRESIDENTE
CAMARA DE REPRESENTANTES
CONGRESO DE LA REPUBLICA
presidencia@camara.gov.co
Jaime.salamanca@camara.gov.co

JAIME LUIS LAUCUTURE
SECRETARIO
CAMARA DE REPRESENTANTES
CONGRESO DE LA REPUBLICA
Secretaria.general@camara.gov.co

Asunto: Concepto al Proyecto de Ley No. 261 de 2024 Cámara -094 de 2023 Senado
“Por la cual se dictan disposiciones especiales para la consolidación y 
mejoramiento del hábitat y la construcción de vivienda de interés social y 
prioritario rural (VIS-VIP) en el territorio nacional y se dictan otras 
disposiciones”

Respetados, 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, de conformidad con las funciones 
establecidas en su titularidad a través del Decreto 3571 de 20111, modificado por el 
Decreto 1604 de 20202, de manera atenta presenta sus consideraciones al Proyecto de 
Ley No. 261 de 2024 Cámara -094 de 2023 Senado “Por la cual se dictan disposiciones 
especiales para la consolidación y mejoramiento del hábitat y la construcción de vivienda 
de interés social y prioritario rural (VIS-VIP) en el territorio nacional y se dictan otras 
disposiciones”, en los siguientes términos:

Consideraciones al articulado:

“Artículo 1°. Objeto. La presente Ley tiene como objeto promover la 
consolidación del hábitat, la edificación y el mejoramiento de las condiciones 

habitacionales en las zonas rurales, mediante la creación de instrumentos y la 
fijación de criterios que tengan en cuenta las particularidades de los territorios.”

Consideraciones: 

No se formulan observaciones frente al objeto de la iniciativa, por cuanto la disposición 
se encuentra debidamente enmarcada dentro del alcance y competencia de la iniciativa 
legislativa. 

“Artículo 2°. Definiciones. Para efecto de la presente ley se entenderán los siguientes 
conceptos:

1. Vivienda rural. Es una unidad que puede ser productiva, familiar, organizacional, 
comunitaria y cultural, situada en un espacio geográfico delimitado dentro de las zonas 
rurales. Esta vivienda no sólo puede servir como medio de trabajo, sino también como el 
epicentro de relaciones biológicas y sociales que sustentan la vida comunitaria en la 
ruralidad. Su vocación puede ser tanto habitacional como productiva, adaptándose a las 
distintas necesidades y realidades de las comunidades rurales.

2. Vivienda rural dispersa de interés social. Es la unidad habitacional localizada en 
el suelo rural de manera aislada que se encuentra asociada a las formas de vida del campo 
y no hace parte de centros poblados rurales ni de parcelaciones destinadas a vivienda 
campestre.

3. Vivienda rural nucleada de interés social. Es el conjunto de viviendas localizadas 
en suelo rural que se agrupan en un espacio delimitado, estas viviendas se comportan 
como réplica de varias unidades habitacionales (casalote) autosuficientes que están 
distanciadas de manera tal que exista independencia, pero que se relacionen entre sí, 
mediante el concepto de productividad agrícola o pecuaria. Además, se deberá incluir el 
desarrollo de infraestructura para la prestación de servicios básicos como agua potable, 
acueducto y saneamiento dependiendo del volumen y cantidad poblacional.

4. Subsidio para adquisición de vivienda usada. Es la modalidad de subsidio que permite 
adquirir una vivienda usada, entendiéndose por ésta aquella que, estando terminada ya 
ha sido habitada.
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5. Subsidio para construcción de vivienda rural. Es el subsidio al cual accede una persona 
para la construcción de vivienda en zona rural, en un terreno en el cual ejerza derecho o 
que habite, y en el que no exista solicitud de restitución de tierras o el predio se encuentre 
inscrito en el Registro Único de Predios y Territorios Abandonados (RUPTA).

En los casos en los que se ejercen derechos de posesión, el predio sobre el cual se 
pretende realizar la construcción, no puede ser objeto de proceso judicial o policivo de las 
acciones establecidas en los artículos 946 y 972 del Código Civil. Además, la persona 
solicitante deberá acreditar que cumple con los requisitos de ser poseedor de acuerdo con 
los artículos 762 y 768 del Código Civil. Esta acreditación se puede realizar mediante 
certificado de sana posesión expedido por junta de acción comunal, alcaldía municipal o 
distrital, cabildo indígena o junta de consejo comunitario. Adicionalmente, previo a 
otorgar el subsidio, la entidad deberá notificar al propietario que aparezca registrado en 
el certificado de tradición y libertad para que se pronuncie, dentro de los 15 días siguientes 
a la notificación, sobre la posesión alegada. En caso que el propietario alegue que su 
predio está siendo invadido, no se aprobará el subsidio.

6. Mejoramiento de vivienda. Modalidad por la cual una persona beneficiaria del subsidio 
de vivienda supera una o varias de las carencias básicas de vivienda y tiene por objeto 
mejorar las condiciones sanitarias de espacio, servicios públicos y calidad de estructura 
de las viviendas a través de intervenciones de tipo estructural que pueden incluir obras 
de mitigación de vulnerabilidad o mejoras locativas.

7. Bioconstrucción. Es una forma de elaboración espacial respetuosa con el ambiente 
(seres vivos) y con criterio sostenible, encaminada a priorizar el uso de materiales 
naturales y locales, hacer uso de la eficiencia energética, uso racional del agua, y 
fomentar el ciclo cerrado de materiales, mediante prácticas, técnicas y sabiduría ancestral 
con un mínimo impacto del entorno social y natural.”

Consideraciones: 

En relación con la definición de “vivienda rural”, se considera que no es necesario 
incorporar elementos adicionales al concepto, más allá de los criterios de habitabilidad y 
hábitat. Por tal motivo, se sugiere acoger la definición contenida en el artículo 
2.1.10.1.1.2.1 del Decreto 1341 de 2020, en los siguientes términos:

“Vivienda de Interés Social Rural (VISR): es aquella vivienda de interés social 
ubicada en suelo clasificado como rural en el respectivo Plan de Ordenamiento 
Territorial, que se ajusta a las formas de vida del campo y reconoce las características 
de la población rural”.

Lo anterior, debido a que es necesaria la articulación de la definición del suelo con los 
Planes de Ordenamiento Territorial. Tal como lo propone el proyecto, se estarían 
adicionando algunos elementos que desnaturalizan el concepto de vivienda rural sobre el 
cual se sustentan las bases de la política pública de vivienda rural. 

De igual forma, se recomienda acoger la definición de “Mejoramiento de vivienda”
contemplada en el mismo artículo del citado decreto, que establece:

“Mejoramiento de vivienda. Es la modalidad mediante la cual la entidad otorgante 
asigna el subsidio para superar carencias básicas de la vivienda rural, con el objeto de 
mejorar las condiciones sanitarias, locativas, estructurales y módulos de habitabilidad, 
consistente o no en una estructura independiente con una adecuada relación funcional 
y morfológica con la vivienda existente, y con la posibilidad de crecimiento progresivo 
interno”. 

Respecto a la definición de “Subsidio para adquisición de vivienda usada”, se 
advierte que el concepto puede resultar limitado, dado que muchas viviendas previamente 
habitadas en zonas rurales presentan condiciones estructurales deficientes. Por tanto, se 
recomienda adicionar al final de la definición el siguiente enunciado: “(...) La vivienda 
usada deberá cumplir, como mínimo, con las condiciones estructurales exigidas por la 
normatividad vigente y contar con acceso, o al menos con posibilidad de abastecimiento, 
a los servicios básicos domiciliarios.”

En cuanto a la definición “Subsidio para construcción de vivienda rural”, se sugiere 
eliminar la frase “o que habite”, pues ello podría dar lugar a que personas que ostentan 
únicamente una situación de mera tenencia, usufructo o arrendamiento —sin ejercer 
derecho de dominio, propiedad o posesión legítima— accedan a recursos públicos para 
intervenir bienes sobre los cuales no tienen titularidad.

Frente a las definiciones de “vivienda rural dispersa de interés social” y “vivienda 
rural nucleada de interés social”, es importante relacionarla con el valor tope definido 
en cada plan nacional de desarrollo por disposición del artículo 91 de la ley 388 de 1997.

Finalmente, en lo relativo a la definición de “Bioconstrucción”, se sugiere la siguiente 
con el fin de acotar criterios de sostenibilidad: 

“Bioconstrucción”, Es una forma de elaboración espacial de bajo impacto 
ambiental que integra criterios de sostenibilidad, como el uso eficiente de recursos 
naturales, la priorización de materiales naturales de origen local, el fomento de 
ciclos cerrados de materiales, la eficiencia energética, la gestión integral del agua 
y la incorporación de técnicas constructivas, usos y saberes tradicionales. Estas 

prácticas buscan promover el bienestar de las personas y mantener una relación 
armónica con el ambiente.”

Estos conceptos buscan mantener la mayor precisión técnica sobre la normativa existente, 
pero entiende que en el marco de la iniciativa legislativa y bajo el principio de 
subsidiariedad y complementariedad la norma legal se interpreta con el marco normativo 
existente. 

“Artículo 3°. Principios. La formulación y ejecución de la política de vivienda de interés 
social y prioritario rural (VIS-VIP), se hará en aplicación de los siguientes principios 
rectores:
(…)

3. Desarrollo progresivo: posibilidad de planificar de manera progresiva la construcción 
de vivienda de acuerdo con las necesidades de los habitantes y posibilidades económicas 
de los hogares y sus comunidades, teniendo en cuenta las normas de edificabilidad y 
volumetría establecidas por los municipios y distritos en los planes de Ordenamiento 
Territorial, Plan Básico de Ordenamiento territorial y Esquema de Ordenamiento 
Territorial”. 

       (…).

Consideraciones: 

En cuanto a los principios establecidos en el presente artículo, se presenta observación 
únicamente respecto del principio de “Desarrollo Progresivo”, para el cual se 
recomienda adicionar a la definición contemplada en el proyecto de ley, lo siguiente: 

“(...) siempre que se cumpla con las normas técnicas vigentes”. Esta 
recomendación tiene como finalidad garantizar que las soluciones de 
vivienda cumplan con los requisitos mínimos de habitabilidad y seguridad 
técnica establecidos en la normativa aplicable.” 

“Artículo 4°. Reglamentación. Teniendo en cuenta los principios rectores expuestos en 
el artículo 3 de la presente Ley, el Gobierno nacional, a través del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, impulsará la revisión, evaluación y modificación del Plan Nacional de 
Construcción y Mejoramiento de Vivienda de Interés Social Rural (PNVISR) en el marco 
de la Política Pública de Vivienda de Interés Social Rural, la cual deberá incluir los criterios 
de sismoresistencia, diseño estructural, materiales de construcción, abastecimiento de 
agua no apta para consumo humano, abastecimiento agua potable, acueducto, 
alcantarillado, electrificación rural, saneamiento básico y la posibilidad de abastecimiento 
con fuentes de energía no convencional de energías renovables.

El PNVISR deberá incorporar, dentro de sus estrategias, la planificación de programas de 
capacitación dirigidos a la población local. Estos programas estarán orientados al 
desarrollo de habilidades y conocimientos necesarios para la participación activa en la 
construcción, mejoramiento y mantenimiento de las viviendas rurales, garantizando el 
uso de técnicas sostenibles y eficientes que promuevan el bienestar de la comunidad.

Para ello contará con un plazo de hasta seis (6) meses contados a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley.

Parágrafo 1. El área mínima para una vivienda de interés social rural deberá ser siempre 
superior al área mínima exigida para una vivienda de interés social urbana. En todo caso 
deberá responder a un análisis de cada territorio, que responda a las características socio-
culturales y climáticas que den cuenta del derecho a una vivienda digna.

Parágrafo 2. La norma técnica definirá las condiciones para que la vivienda pueda 
acceder a proyectos de abastecimiento de energía a través de tecnologías no 
convencionales de energías renovables como podría ser un sistema de paneles solares, 
inversor o electrolizador (para generar hidrógeno) y baterías, entre otros, que entreguen 
energía para la satisfacción de las necesidades básicas.

Parágrafo 3. Se dará prioridad a la bioconstrucción de edificaciones de uno y dos pisos 
en materiales biodegradables como el adobe, la tapia pisada, bahareque, guadua, entre 
otros, según lo establecido en las normas técnicas.”

Consideraciones: 

En relación con lo planteado en este artículo, es pertinente señalar que el Plan Nacional 
de Construcción y Mejoramiento de Vivienda de Interés Social Rural (PNVISR), adoptado 
por el MVCT con la Resolución 0410 de 2021, ya contempla varios de los aspectos que el 
artículo en análisis propone someter a revisión, evaluación y eventual modificación. 
Adicionalmente, esos aspectos cuentan con un desarrollo normativo específico en el 
ordenamiento jurídico vigente, el cual se encuentra previsto en las siguientes 
disposiciones:

1. NSR-10 – Norma Colombiana de Diseño y Construcción Sismo Resistente;
2. Ley 400 de 1997 “por el cual se adoptan normas sobre construcciones sismo 

resistentes”; 
3. Norma ICONTEC 2050.
4. Resolución 180398 de 2004 del Ministerio de Minas y Energía (RETIE);
5. Resolución 844 de 2018 del MVCT;
6. Resolución 330 de 2017 del MVCT;



Página 18 Martes, 27 de mayo de 2025 Gaceta del conGreso  810

7. Resolución 410 de 2021 del MADS;
8. Resolución 699 de 2021 del MVCT;

Por lo anterior, se sugiere evaluar la procedencia de incorporar lo dispuesto en la primera 
parte del artículo en análisis, en consideración a la existencia de un marco normativo 
vigente, técnicamente fundamentado y debidamente consolidado, que regula de manera 
integral las condiciones para la construcción y mejoramiento de vivienda de interés social 
rural.

En relación con el parágrafo 1, el congresista Juan Sebastián Gómez González presentó 
proposición tendiente a suprimir dicha disposición del proyecto de ley. Al respecto, el 
MVCT está de acuerdo con la eliminación del parágrafo, teniendo en consideración que 
actualmente, el área mínima exigida para una vivienda de interés social en zona rural es 
superior a la establecida para una vivienda de interés social en zona urbana. En este 
sentido, el parágrafo referido no introduce disposiciones sustancialmente diferentes a las 
ya existentes. 

En relación con lo previsto en el parágrafo 2, este hace referencia a una norma técnica 
que deberá definir las condiciones para el acceso a tecnologías no convencionales de 
energías renovables (Fuentes No Convencionales de Energía – FNCE) aplicadas a 
soluciones habitacionales. La competencia para su formulación recae en el Ministerio de 
Minas y Energía, en el marco de sus funciones de regulación y orientación técnica del 
sector energético.

Se recuerda que los costos asociados a la adquisición, instalación, operación y 
mantenimiento de sistemas fotovoltaicos, baterías de almacenamiento e infraestructura 
complementaria representan un incremento en el valor unitario de cada solución de 
vivienda. Entendiendo que la medida establecida en el parágrafo es potestativa, y que no 
exige la adquisición de los materiales expuestos, pero permite la adecuación en el plan 
nacional de construcción para que las unidades de vivienda tengan la capacidad instalada 
si el usuario decide instalarlo, esto en coordinación con el Ministerio de Minas y Energía. 

“Artículo 5°. Recursos. El Gobierno nacional deberá gestionar nuevas fuentes de 
recursos para la construcción y mejoramiento de vivienda rural o redistribuirá el 
presupuesto apropiado para vivienda social y prioritaria entre las zonas del país que 
presenten mayor déficit, para garantizar la satisfacción progresiva del derecho a la 
vivienda digna de la población objeto de esta ley, de acuerdo con el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo y del Marco de Gasto de Mediano Plazo.”

Consideraciones: 

El artículo 22 de la Ley 2079 de 20211 dispone que la vivienda de interés social rural 
tendrá como principal fuente de financiación los recursos asignados en el Presupuesto 
General de la nación, sin perjuicio de otras fuentes de financiación que se 
implementen para el efecto. En concordancia con esta disposición, el artículo 25 de la 
misma ley señala que el Gobierno nacional reglamentará las condiciones para la inversión 
privada en materia de vivienda de interés social y prioritaria rural, en cualquiera de sus 
modalidades, mediante mecanismos como obras por impuestos y obras por regalías.

En este orden de ideas, si bien el contenido de la primera parte del artículo objeto de 
análisis es procedente y se encuentra alineado con lo dispuesto en los artículos referidos 
de la Ley de Vivienda y Hábitat, no resulta necesario incorporar una disposición adicional 
que habilite “nuevas fuentes de recursos” para el desarrollo de vivienda, toda vez que 
dicha facultad ya se encuentra contemplada en el marco normativo vigente.

De igual manera, en relación con la propuesta de “redistribuir el presupuesto apropiado 
para vivienda social y prioritaria entre las zonas del país que presenten mayor déficit 
(...)”, se advierte que dicha medida podría resultar contraria al principio de autonomía 
presupuestal previsto en el artículo 110 del Estatuto Orgánico del Presupuesto. En virtud 
del cual, el MVCT cuenta con la facultad para administrar, asignar y ejecutar los recursos 
de inversión que le sean apropiados a través del Presupuesto General de la Nación (PGN), 
los cuales son ejecutados conforme a las dinámicas de los programas sectoriales vigentes 
y respetando el principio de anualidad fiscal. En este sentido consideramos pertinente la 
proposición presentada por la congresista Piedad Correal que modifica el articulo 5. 

“Artículo 6°. Mejoramientos de vivienda de interés social rural bajo condiciones 
especiales. No se requerirá de licencias de construcción en la ejecución de soluciones 
individuales de mejoramiento de vivienda de interés social rural con recursos públicos 
cuando estos sean ejecutados a través de modelos de ejecución en que participen 
entidades territoriales y entidades operadoras, y estas garanticen que cumplirán con las 
normas de sismo resistencia, ordenamiento territorial y protección ambiental al momento 
de la asignación del subsidio. Este requisito se cumplirá mediante certificación expedida 
por el interventor del proyecto.

Parágrafo 1. Lo planteado en el presente artículo contempla las disposiciones establecidas 
en el artículo 9 del Decreto Ley 890 de 2017.

Parágrafo 2. Para el caso de las viviendas rurales que se encuentren en zonas de riesgo 
mitigable, estas solo se podrán intervenir o desarrollar con posterioridad a las obras de 
mitigación, teniendo en cuenta lo establecido en las normas que regulen la materia por 
parte de la autoridad municipal o distrital. No se podrán construir o mejorar viviendas 

1 “Por medio de la cual se dictan disposiciones en materia de vivienda y hábitat”

rurales ubicadas en zonas de alto riesgo no mitigable o cuyo riesgo no haya sido mitigado 
previamente.

Parágrafo 3. La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres con el apoyo de 
los entes territoriales se encargará de construir planes de prevención y mitigación para 
las viviendas rurales en zonas de alto riesgo mitigable.

Parágrafo 4. La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres implementará 
un programa dirigido a realizar estudios técnicos de riesgo en zonas rurales, en aquellas 
zonas donde no se cuente con dichos estudios. Dicho programa priorizará áreas dispersas 
y aisladas, garantizando decisiones informadas en construcción y desarrollo rural.

No obstante, en ausencia de un estudio técnico por parte de la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres, los proyectos de vivienda rural podrán ejecutarse 
siempre y cuando se ajusten estrictamente a los lineamientos de la entidad territorial
competente en materia de ordenamiento territorial y gestión de riesgo, y que no se 
ubiquen en zonas de alto riesgo no mitigable o cuyo riesgo no haya sido previamente 
mitigado.

Parágrafo 5. Las entidades territoriales y operadoras que refiere el presente artículo 
deberán reportar al Ministerio de Vivienda, al Departamento Nacional de Planeación y a 
la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, cada proyecto de solución 
individual en esta modalidad para lo de su competencia; y deberán quedar registrados 
dentro de la gestión catastral del municipio.

Parágrafo 6. Los planes, programas y estudios que realice la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres para la consolidación, mejoramiento y construcción de 
vivienda de interés social y prioritario rural se regirán por el Estatuto General de 
Contratación. La Entidad no podrá contratar estos aspectos bajo las normas de derecho 
privado, ni siquiera cuando se declare la situación de desastre o calamidad pública.”

Consideraciones: 

La excepción a la exigencia de licencia de construcción para la ejecución de intervenciones 
de mejoramiento de vivienda financiadas con recursos públicos, prevista en el presente 
artículo, resulta conforme con lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 9° de la Ley 
890 de 2017. 

En cuanto a lo dispuesto en el parágrafo 5, se considera inaplicable en cuanto a reporte 
de información al MVCT. Lo anterior, en razón a que el MVCT no tiene asignadas funciones 
en la gestión del riesgo de desastres, la cual corresponde a la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD). 

“Artículo 8°. Actos jurídicos e inscripción de actos de reconocimiento de 
edificaciones. Los actos jurídicos y la inscripción de los actos de reconocimiento de 
edificaciones que recaigan sobre predios rurales que cuenten con una unidad de vivienda 
de interés social rural se liquidarán como actos sin cuantía cuando el beneficiario sea 
persona natural y la unidad de vivienda sea susceptible de mejoramiento o reforzamiento 
estructural. Cuando el curador o la autoridad municipal o distrital competente declare la 
existencia de edificaciones de vivienda social rural, deberá remitir oficiosamente a la 
entidad competente para su inscripción.

Parágrafo. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio en coordinación con la Unidad 
Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres y demás entidades competentes, 
prestarán el servicio de asistencia técnica a los municipios de quinta (5) y sexta (6) 
categoría, en el desarrollo de los actos jurídicos y la inscripción de los actos de 
reconocimiento de edificaciones de los que hace mención el presente artículo.”

Consideraciones: 

El presente artículo, al disponer que los actos jurídicos e inscripciones derivados del 
reconocimiento de edificaciones de vivienda de interés social rural se liquiden como actos 
sin cuantía, contribuye a eliminar barreras económicas que históricamente han 
obstaculizado la legalización de viviendas rurales construidas sin licencia. Esta disposición 
facilita la formalización de la tenencia y promueve el acceso a seguridad jurídica para 
familias rurales de bajos ingresos, en armonía con los principios de equidad territorial y 
función social de la propiedad.

Adicionalmente, la obligación atribuida a las autoridades municipales y distritales de 
remitir oficiosamente dichos actos a las entidades competentes para su inscripción 
contribuye a agilizar los procesos de formalización, fortaleciendo el acceso efectivo a una 
vivienda digna para las poblaciones más vulnerables.

Finalmente, en cuanto al parágrafo propuesto, se aclara que el MVCT no tiene 
competencia para prestar directamente servicios de asistencia técnica en la realización 
de actos jurídicos ni en la inscripción de actos de reconocimiento de edificaciones, pues 
estas funciones no están dentro de su ámbito de atribuciones según el Decreto 3571 de 
2011, modificado por el Decreto 1604 de 2020. Por lo tanto, esta cartera no puede 
intervenir en funciones propias de las entidades territoriales ni en actividades registrales, 
las cuales corresponden a la Superintendencia de Notariado y Registro (SNR) y a las 
notarías. Por lo anterior, se recomienda excluir al MVCT del alcance del parágrafo, dado 
que excede el marco legal de su competencia.
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“Artículo 9°. Modifíquese el artículo 9 del Decreto Ley 890 de 2017 de la 
siguiente manera:

Artículo 9o. Administración y ejecución de los subsidios de interés social rural y prioritario 
rural. El subsidio familiar de vivienda de interés social rural y prioritario rural será 
administrado y ejecutado por el Fondo Nacional de Vivienda (Fonvivienda), entidad 
adscrita al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en observancia de la normatividad 
legal vigente.

Parágrafo 1. En el marco de la legislación ambiental, para la ejecución de las soluciones 
de vivienda de interés social rural dispersas, nuevas o mejoradas, desarrolladas con 
recursos provenientes de subsidios familiares de vivienda nacionales o territoriales, con 
soluciones individuales de saneamiento básico para la gestión de sus aguas residuales 
domésticas, tales como sistemas sépticos, no se requerirá de la obtención del permiso de 
vertimientos, siempre y cuando cumplan desde su diseño con los parámetros definidos 
en el reglamento técnico del sector de agua potable y saneamiento básico. Sin perjuicio 
de lo anterior, la autoridad ambiental competente, como administradora de los recursos 
naturales renovables, realizará seguimiento a dicho sistema, evaluará su impacto sobre 
la condición ambiental de la cuenca, y ordenará los ajustes a que haya lugar.

Lo dispuesto en el presente parágrafo también aplicará para los proyectos de vivienda 
rural dispersa que desarrolle el Fondo de Adaptación en ejercicio de sus competencias.

Parágrafo 2. Para la ejecución de soluciones individuales de vivienda de interés social y 
prioritario rural, nuevas o mejoradas, desarrolladas con recursos provenientes de 
subsidios familiares de vivienda nacionales o territoriales, no se requerirá de la obtención 
de licencia de construcción, siempre y cuando la entidad operadora del subsidio o la 
entidad territorial garanticen que el diseño de las soluciones de vivienda cumplen con lo 
dispuesto en la norma colombiana de sismorresistencia vigente al momento de la 
asignación del subsidio y los planes de ordenamiento territorial. Lo dispuesto en el 
presente parágrafo también aplicará para los proyectos que contemplen soluciones 
individuales de vivienda rural que desarrolle el Fondo de Adaptación en ejercicio de sus 
competencias.

La entidad operadora del subsidio familiar de vivienda de interés social y prioritario rural 
remitirá semestralmente, a la autoridad competente en materia de expedición de licencias 
de construcción, el listado de soluciones de vivienda subsidiadas.

Parágrafo 3. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio deberá garantizar que Juntas 
de Acción Comunal, cooperativas, organizaciones y asociaciones campesinas, 
organizaciones o comunidades étnicas, y de víctimas puedan ser entidades operadoras 
del subsidio familiar de vivienda de interés social rural. Para ello, el Ministerio 

reglamentará los mecanismos de participación de estas entidades y creará programas de 
apoyo técnico para la presentación de propuestas por estas.

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio en coordinación con el Ministerio del Interior 
y demás entidades competentes, reglamentarán para estas entidades los requisitos de 
acuerdo a la capacidad operativa de las mismas.

Parágrafo 4. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio junto con el Servicio Nacional 
de Aprendizaje deberán generar espacios de capacitación técnica a las Juntas de Acción 
Comunal, organizaciones y asociaciones campesinas, étnicas y de víctimas para que 
puedan desarrollar la función de entidades operadoras SFVISR, de acuerdo con los 
lineamientos de la norma técnica especial que se menciona en la presente ley.”

Consideraciones: 

El parágrafo 1º establece la exención del requisito de obtención del permiso de 
vertimientos para los sistemas sépticos instalados en soluciones de vivienda rural 
dispersa, financiadas con recursos provenientes de subsidios familiares de vivienda 
nacionales o territoriales, siempre que dichos sistemas cumplan con los parámetros 
técnicos establecidos en la normativa aplicable. La autoridad ambiental competente será 
responsable del seguimiento, la evaluación del impacto ambiental y, en caso necesario, la 
orden de ajustes, a fin de garantizar la sostenibilidad ambiental. Esta disposición facilita 
el acceso al saneamiento básico en zonas rurales dispersas, evitando trámites 
administrativos innecesarios.

Por su parte, el parágrafo 2 dispone la exención de la licencia de construcción para las 
soluciones individuales de vivienda rural, nuevas o mejoradas, financiadas con subsidios 
nacionales o territoriales, siempre que los diseños cumplan con la norma colombiana de 
sismorresistencia vigente y con los planes de ordenamiento territorial. Dicha medida 
contribuye a la reducción de tiempos y costos en los procesos administrativos, sin 
menoscabar los estándares técnicos de seguridad estructural ni los principios de 
planificación territorial vigentes.

En relación con lo dispuesto en el parágrafo 3, se recomienda eliminar el término 
“entidades”, en razón a que las organizaciones mencionadas en dicho parágrafo no 
ostentan dicha calidad jurídica, lo cual podría generar confusión respecto a su naturaleza 
y competencias. 

Finalmente, respecto al parágrafo 4, considerando que el Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA) es la entidad competente para la formación, capacitación y certificación de 
personas, comunidades y organizaciones en aspectos técnicos y operativos, se solicita 
excluir al MVCT de dicha disposición.

“Artículo 10. Mecanismos de promoción de crédito y financiación. Dentro de las 
acciones de formulación de la política de vivienda de interés social y prioritario rural, 
podrán incluirse mecanismos de promoción del crédito hipotecario, de leasing 
habitacional, crédito para el mejoramiento de vivienda rural y crédito constructor con 
tasas de interés preferentes y condiciones crediticias diferenciales.

Parágrafo 1. El Gobierno Nacional deberá garantizar que Organismos Comunales, 
cooperativas, organizaciones y asociaciones campesinas, organizaciones o comunidades 
étnicas, y de víctimas puedan acceder a la promoción del crédito y financiación. Para ello, 
el Gobierno Nacional a través de sus entidades competentes reglamentará los 
mecanismos de participación de estas entidades y creará programas de apoyo técnico 
para la presentación de propuestas por estas.

Parágrafo 2. En aplicación de lo dispuesto en este artículo, podrán financiarse con cargo 
al presupuesto general de la Nación, asignado al presupuesto de inversión de la entidad 
otorgante y otras fuentes de financiación de los subsidios que trata la presente Ley, el 
costo de las primas y demás gastos asociados a la expedición de garantías por parte del 
Fondo Nacional de Garantías encaminadas a respaldar el acceso a créditos hipotecarios, 
operaciones de leasing habitacional y crédito de mejoramiento para la adquisición de 
unidades de vivienda rural, en los términos que establezca el Gobierno nacional.

Parágrafo 3. El porcentaje de recursos proveniente de las inversiones forzosas del Fondo 
para el Financiamiento del Sector Agropecuario (FINAGRO), destinado para la financiación 
de vivienda de interés social y prioritario rural de que trata el artículo 32 de la Ley 546 
de 1999 podrá utilizarse para la financiación de todas las actividades relacionadas con la 
promoción, desarrollo y adquisición de soluciones de vivienda rural. El Gobierno Nacional 
reglamentará los incentivos necesarios para la efectiva utilización de este porcentaje, 
dentro de los cuales podrán incluirse la utilización de tasas compensadas para 
desarrolladores de Vivienda de Interés Social y Vivienda de Interés Prioritario Rural.

Parágrafo 3. El Fondo Nacional del Ahorro S.A., en desarrollo de su objeto legal, 
promoverá la financiación para la adquisición, construcción y mejora de vivienda en zonas 
rurales, de acuerdo con las políticas y lineamientos que establezca su Junta Directiva. 
Para dichos efectos, podrá otorgar crédito para mejora de vivienda rural sin necesidad de 
constitución de hipoteca en primer grado.

Parágrafo 4. El Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario (FINAGRO) y el 
Fondo de Fomento para las Mujeres Rurales (FOMMUR) promoverán créditos hipotecarios 
para el acceso a vivienda rural dispersa para madres y padres cabeza de familia.”

Consideraciones: 

Asumida la competencia en materia de vivienda rural, el MVCT adoptó una serie de 
medidas normativas orientadas a superar las barreras estructurales que impedían el 
acceso de los hogares rurales a soluciones habitacionales, asociadas a la insuficiencia de 
recursos económicos y la imposibilidad de acceder a mecanismos de financiamiento 
tradicional, como el crédito hipotecario.

Entre estas medidas, se destaca la expedición de la Resolución 0536 de 2020, modificada 
por la Resolución 0725 de 2023, mediante las cuales se reglamentó el Subsidio Familiar 
de Vivienda Rural en Especie (SFVRE). Este instrumento contempla la asignación de un 
subsidio hasta por un valor de 70 SMMLV para la adquisición de vivienda nueva, y hasta 
22 SMMLV para mejoramiento de vivienda, con la posibilidad de un incremento adicional 
para cubrir los costos de transporte en zonas rurales de difícil acceso. 

De esta forma, mediante el SFVRE, otorgado por el Fondo Nacional de Vivienda –
FONVIVIENDA, los hogares beneficiarios pueden acceder a una solución habitacional 
completamente construida o mejorada, sin necesidad de recurrir a recursos propios, 
créditos hipotecarios o aportes adicionales.

Finalmente, en cuanto a lo dispuesto en el parágrafo 2, es importante aclarar que no 
podrán ser asumidos con cargo a los recursos asignados por el Gobierno nacional para la 
atención del subsidio familiar de vivienda, los costos asociados a primas y garantías que 
deban expedirse en el marco de las operaciones financieras relacionadas, tales como 
créditos hipotecarios y contratos de leasing habitacional. Lo anterior se encuentra en 
concordancia con lo señalado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público en el 
Concepto No. 2-2024-066818 del 6 de diciembre de 2024, emitido en el marco del 
presente proyecto de ley.

“Artículo 11. Recursos destinados por las Cajas de Compensación familiar. Las 
cajas de compensación familiar podrán destinar recursos para la adquisición, construcción 
o mejoramiento de vivienda rural en otros lugares por fuera de su jurisdicción. En el caso 
de compra y construcción de vivienda procederá únicamente cuando se verifique que el 
hogar potencialmente beneficiario no cuenta con otra vivienda.”

Consideraciones: 

El Decreto 1077 de 2015 no establece una restricción expresa que impida a las Cajas de 
Compensación Familiar (CCF) otorgar subsidios fuera de su zona habitual de operación, 
siempre que los hogares beneficiarios estén afiliados o cumplan con los requisitos 
establecidos para acceder al subsidio familiar de vivienda. En este sentido, la asignación 
de recursos por parte de las CCF para vivienda rural en territorios distintos a los de su 
operación principal no contradice el marco normativo vigente y puede considerarse una 
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medida razonable para ampliar la cobertura y atención a la población vulnerable, 
especialmente en contextos rurales donde las dinámicas territoriales exigen mayor 
flexibilidad institucional.

“Artículo 12. Acceso a subsidio familiar de vivienda rural usada. El subsidio familiar 
de vivienda, otorgado por las cajas de compensación familiar con cargo a los recursos 
que estas administran, podrá ser utilizado para adquisición de vivienda rural usada, el 
cual se otorgará a trabajadores afiliados, cuyo grupo familiar cuente con un ingreso igual 
o inferior a cuatro (4) SMMLV, previa verificación técnica y jurídica del estado del 
inmueble.

Las familias beneficiarias del subsidio familiar de vivienda usada rural otorgado por las 
cajas de compensación familiar y que su grupo familiar cuente con un ingreso igual o 
inferior a dos (2) SMMLV podrán acceder simultáneamente al subsidio público de vivienda 
en la modalidad de mejoramiento, que les permita tener una solución de vivienda en 
condiciones dignas de habitabilidad.

El Gobierno nacional, a través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la promulgación de esta ley, reglamentará este aspecto.”

Consideraciones: 

El Decreto 1247 de 2022, incorporado al Decreto 1077 de 2015, reglamenta lo relacionado 
con el Subsidio Familiar de Vivienda de Interés Social Rural (SFVR) otorgado por las Cajas 
de Compensación Familiar (CCF). En este marco, los requisitos de ingreso del hogar para 
acceder a dicho subsidio se encuentran regulados en el artículo 2.1.1.1.1.6.1.1.4, por 
remisión expresa del artículo 2.1.10.1.2.1.1 del mismo compendio normativo.

En relación con la posibilidad de aplicar los subsidios familiares de vivienda rural 
otorgados por las Cajas de Compensación Familiar (CCF) a la modalidad de vivienda 
usada, es importante señalar que dicha modalidad no está contemplada en la 
reglamentación vigente. Sin embargo, en caso de reglamentarse, deberá cumplir, como 
mínimo, con las condiciones estructurales exigidas por la normatividad actual y contar 
con acceso, o al menos con la posibilidad de abastecimiento, a los servicios públicos 
domiciliarios básicos.

“Artículo 15. Implementación. Para la implementación de las medidas de la presente 
Ley en territorios de pueblos étnicos, el Gobierno Nacional reglamentará la materia 
teniendo en cuenta los criterios desarrollados en los artículos anteriores, y garantizando 
la consulta previa, libre e informada.”

Consideraciones: 

La consulta previa es un derecho fundamental de los pueblos étnicos, cuyo objeto principal 
es garantizar su participación efectiva en las decisiones que puedan afectarles 
directamente, especialmente en lo relacionado con sus derechos colectivos y territoriales2. 

La Corte Constitucional, como máximo órgano de cierre en materia constitucional, ha 
precisado que “las leyes, por su carácter general y abstracto, no generan una afectación 
directa de sus destinatarios, la cual solo se materializa en la instancia aplicativa”. En 
consecuencia, frente a leyes o actos normativos de carácter general, impersonal y 
abstracto, no procede la consulta previa, salvo que “la ley contenga disposiciones 
susceptibles de dar lugar a una afectación directa a los destinatarios, independientemente 
de que tal efecto sea positivo o negativo” 3. 

En el caso concreto, el proyecto de ley analizado contiene disposiciones generales y 
abstractas que no implican una afectación directa ni diferenciada a los pueblos étnicos, 
razón por la cual no se justifica la activación del derecho fundamental a la consulta previa. 
Adicionalmente, abrir procesos de consulta previa frente a medidas de carácter general y 
sin impacto específico contravendría el precedente constitucional, generaría cargas 
administrativas y financieras innecesarias y podría sentar un precedente negativo que 
obstaculice la formulación e implementación de futuras políticas públicas en materia de 
vivienda.

Por otra parte, el consentimiento previo, libre e informado constituye un mecanismo de 
mayor exigencia que la consulta previa, y su procedencia se limita a tres (3) supuestos 
excepcionales, conforme a lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia C-
054 de 2023. Este consentimiento es exigible únicamente cuando la medida que se 
pretende adoptar tiene un impacto grave o intenso sobre los derechos fundamentales de 
los pueblos étnicos, en particular aquellos vinculados con sus derechos territoriales, a 
saber:

i) El traslado o reubicación del pueblo indígena o tribal de su lugar de 
asentamiento;

ii) Un alto impacto social, cultural y ambiental que pone en riesgo su subsistencia; 
iii) El almacenamiento o depósito de materiales peligrosos –tóxicos- en sus tierras 

y territorios.

En el caso concreto, el artículo 15 del proyecto de ley en mención hace referencia a la 
"consulta previa, libre e informada", lo que evidencia un error técnico al fusionar 

2 Sentencias SU-383 de 2003, T-129 de 2011, entre otras
3 Sentencia de la Corte Constitucional C-075 de 2009

indebidamente dos (2) mecanismos distintos, lo cual no es viable y procedente, máxime 
cuando el contenido del proyecto de ley no contempla medidas legislativas que configuren 
alguno de los tres (3) supuestos excepcionales que habilitan la exigencia del 
consentimiento previo, libre e informado.

Artículo 16. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga el parágrafo 1 del artículo 29 de la Ley 546 de 1999, 
modificado por el parágrafo 1 del artículo 1 de la Ley 1114 de 2006 y todas las 
normas que le sean contrarias, sin perjuicio de la Ley 1930 de 2018.

Se advierte en la iniciativa legislativa que el artículo 16 dispone la derogatoria expresa 
del parágrafo 1 del artículo 29 de la Ley 546 de 1999, modificado por el parágrafo 1 del 
artículo 1 de la Ley 1114 de 2006. Verificado dicho mandato, se determina que, a través 
del mismo, el legislador dispuso el cumplimiento de un deber a cargo del Gobierno 
nacional por el término de cinco (5) años desde su vigencia, la cual inició el 23 de 
diciembre de 1999 según su publicación en el Diario Oficial No. 43.827. Es decir, desde el 
22 de diciembre de 2004, ha expirado su vigencia y consecuentemente el deber de 
destinación del porcentaje que exigía, además, el parágrafo que se cita en la iniciativa 
legislativa. 

Al respecto, se sugiere que en la justificación de la iniciativa legislativa se argumente la 
necesidad de la derogatoria expresa, no sólo del parágrafo del artículo 29 de la Ley 546 
de 1999, sino la derogatoria de todo el artículo y consecuentemente, así se decida 
expresamente en el artículo 16 del proyecto de ley objeto de análisis, dado que por la 
temporalidad de la norma, tácitamente ya no estaría vigente y consecuentemente no 
corresponde ejecutarla.

Aunado a lo anterior, dentro del mismo texto normativo, se indicó o condicionó la 
derogatoria anterior, tal como se resalta a continuación: 

“(…) La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga el parágrafo 
1 del artículo 29 de la Ley 546 de 1999, modificado por el parágrafo 1 del artículo 1 
de la Ley 1114 de 2006 y todas las normas que le sean contrarias, sin perjuicio de 
la Ley 1930 de 2018 (…)”. (Subrayado y negrilla fuera de texto)

Sobre la Ley 1930 de 2018 “Por la cual se dictan disposiciones para la gestión integral de 
páramos en Colombia”, se evidencia que además de su epígrafe, el objeto dispone la 
regulación de una materia sustancialmente diferente a la que propone la iniciativa 
legislativa, por lo que se estima necesario verificar pertinencia.

Finalmente, en lo que concierne a los artículos 13 y 14 del presente proyecto de ley, no 
se presentan observaciones por parte del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, por 

cuanto su contenido no aborda materias que demanden pronunciamiento de esta entidad 
en el marco de sus competencias.

En los términos expuestos se da respuesta a la solicitud, quedando atentos a responder 
cualquier otro requerimiento que sobre el particular se solicite.
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE IGUALDAD Y EQUIDAD AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 193 DE 2024 CÁMARA

por medio del cual se establece la capacitación obligatoria en violencias contra las mujeres y enfoque 
de género a los servidores públicos, particulares que desempeñen funciones públicas y contratistas 

de entidades públicas involucrados en la prevención y atención de estas violencias - Ley Atención Sin 
Revictimización.
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CARTA DE COMENTARIOS ASOCIACIÓN LATINOAMERICANA DE INTERNET AL TEXTO 
DE PONENCIA PARA CUARTO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 83 DE 2023 

SENADO, 210 DE 2024 CÁMARA

por medio de la cual se establecen disposiciones para el desarrollo de entornos digitales sanos y seguros 
para los niños, niñas y adolescentes del país.

Bogotá, 14 de mayo de 2025

Doctor
JULIÁN LÓPEZ TENORIO
Cámara de Representantes
Congreso de la República de Colombia
utl.julian.lopez@camara.gov.co

Asunto Comentarios al texto de ponencia para cuarto debate del Proyecto de Ley 083 de
2023 Senado; 210/2024 Cámara “Por medio de la cual se establecen disposiciones para el
desarrollo de entornos digitales sanos y seguros para los niños, niñas y adolescentes del país”.

Estimado Representante;

Le saludamos nuevamente en nombre de la Asociación Latinoamericana de Internet
(ALAI), organización regional que trabaja por el desarrollo digital de América Latina,
representando la perspectiva de la industria de Internet. ALAI promueve el desarrollo
inclusivo de la economía digital mediante el fortalecimiento del Internet abierto y respalda
políticas que favorezcan el respeto y ejercicio de los derechos humanos, el emprendimiento
y la innovación.

Entre nuestros asociados se encuentran las principales empresas globales de Internet con
presencia en América Latina, así como las principales empresas de Internet de la región.

Antes que nada, queremos agradecer especialmente por la apertura y disposición al
diálogo que ha tenido durante el proceso de estudio de este proyecto de ley, lo cual ha
permitido identicar importantes consensos sobre aspectos fundamentales de la iniciativa.
Este ejercicio de escucha activa y colaboración reeja su talante democrático y su
compromiso con una construcción normativa participativa y técnicamente sólida, lo cual
reconocemos y celebramos.

Reconocemos los avances signicativos que ha experimentado el proyecto de ley durante
su trámite, lo cual lo perla como una iniciativa modelo para la región, ofreciendo un
referente en la construcción de marcos normativos que equilibren la protección de los
usuarios y la garantía de derechos fundamentales en el entorno digital. No obstante,
consideramos que aún persisten algunos aspectos susceptibles de mejora- algo natural en
el proceso legislativo- que conamos se podrán fortalecer para seguir enriqueciendo el
texto del proyecto.

Comentarios especícos

● Artículo 4. Derechos de los niños, niñas y adolescentes respecto de los entornos
digitales sanos y seguros

De conformidad con el numeral 1 del artículo 4, es deber del Gobierno Nacional:

“1. Adoptar las medidas a que haya lugar para que los niños, niñas y adolescentes no
enfrenten tratos injustos, ciberagresión, ciberacoso, explotación y abusos sexuales,
comercio ilegal, violencia de todo tipo o tratos inadecuados en línea ó en cualquier
entorno digital”.

Aunque el n es loable y responde al interés superior de niños, niñas y adolescentes, las
medidas a adoptar por el Gobierno Nacional no deben sobrepasar las garantías
constitucionales para garantizar que los niños no enfrenten tratos inadecuados, por ejemplo.
Al respecto, también es relevante indicar que los tratos enlistados en el numeral resultan
ambiguos, lo que podría llevar a la formulación de políticas que restrinjan la libertad de
expresión en línea.

Por lo anterior, sugerimos respetuosamente la siguiente redacción alternativa del literal:

“1. Adoptar las medidas proporcionales, necesarias y respetuosas de las garantías
constitucionales con el n de prevenir y proteger a los niños, niñas y adolescentes
frente a acciones que vulneren sus derechos en entornos digitales.”

● Artículo 5. Responsabilidades del Ministerio de Tecnologías de Información y
Comunicaciones en materia de garantizar entornos digitales sanos y seguros

De conformidad con el numeral 5 del artículo 5, es deber del Ministerio TIC:

“5. Monitorear y rendir cuentas acerca de la efectividad de las políticas, programas y
proyectos de entornos digitales sanos y seguros para los niños, niñas y adolescentes, y
establecer mecanismos para asegurar la seguridad, la protección y privacidad con el
apoyo de la Comisión de Regulación de Comunicaciones”.

Sin embargo, es relevante indicar que la Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC)
no tiene las competencias para establecer mecanismos para asegurar la seguridad,
protección y privacidad de niños y niñas en Internet. las funciones que le atribuye a la
entidad la Ley No. 1341 de 2009, cuyos artículos 19 y 22 disponen, respectivamente, que:

“La Comisión de Regulación de Comunicaciones es el órgano encargado de
promover la competencia en los mercados, promover el pluralismo informativo,
evitar el abuso de posición dominante, regular los mercados de las redes y los
servicios de comunicaciones y garantizar la protección de los derechos de los
usuarios; con el n que la prestación de los servicios sea económicamente
eciente, y reeje altos niveles de calidad, de las redes y los servicios de
comunicaciones, incluidos los servicios de televisión abierta radiodifundida y de
radiodifusión sonora”.

(...)

“Son funciones de la Comisión de Regulación de Comunicaciones, respecto de
la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, incluyendo el
servicio de televisión abierta radiodifundida y todas las demás modalidades
del servicio de televisión y el servicio de radiodifusión sonora: (...)” (negrilla
fuera de texto).

En virtud de lo anteriormente citado, es claro que la Comisión tiene como nalidad regular
exclusivamente los servicios de telecomunicaciones, postales y televisión, lo cual supone
que sus propuestas regulatorias deben estar únicamente enfocadas a los temas
relacionados con dichas materias del sector de telecomunicaciones -considerados como
servicios públicos-, dejando claro que no se encuentra facultada para establecer
mecanismos respecto de la seguridad en entornos digitales.

● Artículo 7. Comité Nacional de Tecnología, Niñez y Adolescencia

Reiteramos amablemente el comentario anterior respecto de la inclusión de la CRC en el
Comité Nacional de Tecnología, Niñez y Adolescencia ya que, como se indica
anteriormente, la CRC tiene funciones restringidas a los servicios de telecomunicaciones,
por lo que es ajena a las nalidades asociadas a la garantía de los derechos de los niños,
niñas y adolescentes en internet.

Agradecemos nuevamente la apertura brindada en este proceso, así como la disposición al
diálogo constructivo. Reiteramos que los ajustes propuestos tienen como único propósito
seguir fortaleciendo el texto, aportando mayor claridad, coherencia y viabilidad técnica.
Valoramos profundamente la conanza depositada y la consideración de nuestras
propuestas, y renovamos nuestro compromiso de seguir colaborando en la construcción de
una regulación sólida, efectiva y equilibrada, que garantice la protección de los derechos de
niñas, niños y adolescentes, al tiempo que promueva la innovación y el desarrollo
tecnológico.

Cordialmente,

PABLO NIETO D.
Gerente Regional de Políticas Públicas Zona Andina
Asociación Latinoamericana de Internet (ALAI)
pablo@alai.lat

cc. Honorable Senadora Soledad Tamayo
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Bogotá, 14 de mayo de 2025

Doctor
JULIÁN LÓPEZ TENORIO
Cámara de Representantes
Congreso de la República de Colombia
utl.julian.lopez@camara.gov.co

Asunto Comentarios al texto de ponencia para cuarto debate del Proyecto de Ley 083 de
2023 Senado; 210/2024 Cámara “Por medio de la cual se establecen disposiciones para el
desarrollo de entornos digitales sanos y seguros para los niños, niñas y adolescentes del país”.

Estimado Representante;

Le saludamos nuevamente en nombre de la Asociación Latinoamericana de Internet
(ALAI), organización regional que trabaja por el desarrollo digital de América Latina,
representando la perspectiva de la industria de Internet. ALAI promueve el desarrollo
inclusivo de la economía digital mediante el fortalecimiento del Internet abierto y respalda
políticas que favorezcan el respeto y ejercicio de los derechos humanos, el emprendimiento
y la innovación.

Entre nuestros asociados se encuentran las principales empresas globales de Internet con
presencia en América Latina, así como las principales empresas de Internet de la región.

Antes que nada, queremos agradecer especialmente por la apertura y disposición al
diálogo que ha tenido durante el proceso de estudio de este proyecto de ley, lo cual ha
permitido identicar importantes consensos sobre aspectos fundamentales de la iniciativa.
Este ejercicio de escucha activa y colaboración reeja su talante democrático y su
compromiso con una construcción normativa participativa y técnicamente sólida, lo cual
reconocemos y celebramos.

Reconocemos los avances signicativos que ha experimentado el proyecto de ley durante
su trámite, lo cual lo perla como una iniciativa modelo para la región, ofreciendo un
referente en la construcción de marcos normativos que equilibren la protección de los
usuarios y la garantía de derechos fundamentales en el entorno digital. No obstante,
consideramos que aún persisten algunos aspectos susceptibles de mejora- algo natural en
el proceso legislativo- que conamos se podrán fortalecer para seguir enriqueciendo el
texto del proyecto.

Comentarios especícos

● Artículo 4. Derechos de los niños, niñas y adolescentes respecto de los entornos
digitales sanos y seguros

De conformidad con el numeral 1 del artículo 4, es deber del Gobierno Nacional:

“1. Adoptar las medidas a que haya lugar para que los niños, niñas y adolescentes no
enfrenten tratos injustos, ciberagresión, ciberacoso, explotación y abusos sexuales,
comercio ilegal, violencia de todo tipo o tratos inadecuados en línea ó en cualquier
entorno digital”.

Aunque el n es loable y responde al interés superior de niños, niñas y adolescentes, las
medidas a adoptar por el Gobierno Nacional no deben sobrepasar las garantías
constitucionales para garantizar que los niños no enfrenten tratos inadecuados, por ejemplo.
Al respecto, también es relevante indicar que los tratos enlistados en el numeral resultan
ambiguos, lo que podría llevar a la formulación de políticas que restrinjan la libertad de
expresión en línea.

Por lo anterior, sugerimos respetuosamente la siguiente redacción alternativa del literal:

“1. Adoptar las medidas proporcionales, necesarias y respetuosas de las garantías
constitucionales con el n de prevenir y proteger a los niños, niñas y adolescentes
frente a acciones que vulneren sus derechos en entornos digitales.”

● Artículo 5. Responsabilidades del Ministerio de Tecnologías de Información y
Comunicaciones en materia de garantizar entornos digitales sanos y seguros

De conformidad con el numeral 5 del artículo 5, es deber del Ministerio TIC:

“5. Monitorear y rendir cuentas acerca de la efectividad de las políticas, programas y
proyectos de entornos digitales sanos y seguros para los niños, niñas y adolescentes, y
establecer mecanismos para asegurar la seguridad, la protección y privacidad con el
apoyo de la Comisión de Regulación de Comunicaciones”.

Sin embargo, es relevante indicar que la Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC)
no tiene las competencias para establecer mecanismos para asegurar la seguridad,
protección y privacidad de niños y niñas en Internet. las funciones que le atribuye a la
entidad la Ley No. 1341 de 2009, cuyos artículos 19 y 22 disponen, respectivamente, que:

“La Comisión de Regulación de Comunicaciones es el órgano encargado de
promover la competencia en los mercados, promover el pluralismo informativo,
evitar el abuso de posición dominante, regular los mercados de las redes y los
servicios de comunicaciones y garantizar la protección de los derechos de los
usuarios; con el n que la prestación de los servicios sea económicamente
eciente, y reeje altos niveles de calidad, de las redes y los servicios de
comunicaciones, incluidos los servicios de televisión abierta radiodifundida y de
radiodifusión sonora”.

(...)

“Son funciones de la Comisión de Regulación de Comunicaciones, respecto de
la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, incluyendo el
servicio de televisión abierta radiodifundida y todas las demás modalidades
del servicio de televisión y el servicio de radiodifusión sonora: (...)” (negrilla
fuera de texto).

En virtud de lo anteriormente citado, es claro que la Comisión tiene como nalidad regular
exclusivamente los servicios de telecomunicaciones, postales y televisión, lo cual supone
que sus propuestas regulatorias deben estar únicamente enfocadas a los temas
relacionados con dichas materias del sector de telecomunicaciones -considerados como
servicios públicos-, dejando claro que no se encuentra facultada para establecer
mecanismos respecto de la seguridad en entornos digitales.

● Artículo 7. Comité Nacional de Tecnología, Niñez y Adolescencia

Reiteramos amablemente el comentario anterior respecto de la inclusión de la CRC en el
Comité Nacional de Tecnología, Niñez y Adolescencia ya que, como se indica
anteriormente, la CRC tiene funciones restringidas a los servicios de telecomunicaciones,
por lo que es ajena a las nalidades asociadas a la garantía de los derechos de los niños,
niñas y adolescentes en internet.

Agradecemos nuevamente la apertura brindada en este proceso, así como la disposición al
diálogo constructivo. Reiteramos que los ajustes propuestos tienen como único propósito
seguir fortaleciendo el texto, aportando mayor claridad, coherencia y viabilidad técnica.
Valoramos profundamente la conanza depositada y la consideración de nuestras
propuestas, y renovamos nuestro compromiso de seguir colaborando en la construcción de
una regulación sólida, efectiva y equilibrada, que garantice la protección de los derechos de
niñas, niños y adolescentes, al tiempo que promueva la innovación y el desarrollo
tecnológico.

Cordialmente,

PABLO NIETO D.
Gerente Regional de Políticas Públicas Zona Andina
Asociación Latinoamericana de Internet (ALAI)
pablo@alai.lat

cc. Honorable Senadora Soledad Tamayo
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